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DELEGADO Señor Representante Pablo Abdala. 
DE 
SECTOR: 


ASISTEN: — Señores Representantes Roque Arregui, Nelson Rodríguez Servetto y Carlos Signorelli 


Larrosa. 


INVITADOS: Por la Confederación de Federaciones y Sindicatos de la Alimentación, señores Homero 


Taroco, Wilmar Correa, Gabriel Damonte y Fernando Sappia (Sindicato Aceitero); Carlos 
Cachón (PIT-CNT); Miguel Remuñán (COFESA) y doctor Danilo Castellano (Empresa 
COUSA). 

Por el Sindicato de Obreros de Vibobusa (CALVINOR), señor Sergio Vezoli, Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Delgado).- Está abierta la reunión. 


Ant 


es que nada, queremos destacar la presencia de dos colegas que concurren hoy a la Comisión; se trata de 


los señores Diputados Arregui, por el departamento de Soriano y Rodríguez Servetto, por Maldonado, quien 
va a realizar un pequeño planteo acerca de un problema que incumbe a esta Comisión. Luego recibiremos a 
las delegaciones citadas. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO.- He venido a la Comisión a hacer un planteo porque en el mes de 
abril tuve conocimiento de que en el Uruguay se está tramitando -en ese momento era en el Consulado 
General de Uruguay en Brasil, en Porto Alegre- un permiso para el ingreso de ciento cincuenta 
operadores y auxiliares, así como cincuenta camiones y un total de veinticinco excavadoras eléctricas, 
tractores de rodillos, rodillos compactadores. Según dice la nota, serán llevados mediante 
subcontratación realizada con la empresa situada en Porto Alegre, dada la proximidad de esta capital 
con el Uruguay, en comparación con Finlandia. Dicha nota pertenece al estudio de "Dhamer e 
Advogados Associados SS", que estaría haciendo estos trámites. 


Por este motivo, me puse en contacto con el Consulado uruguayo en Porto Alegre e hice la consulta 
respectiva, que efectivamente recibió y trasladó a las autoridades del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
aunque hasta ahora no hemos tenido respuesta. 


Al recibir esta misiva realicé una serie de pedidos de informes a distintas Carteras, entre las cuales está el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería. Eso fue el 21 de abril y, por supuesto, todavía no he obtenido 
respuesta. El primer punto del pedido de informes establece: "Cuál será la forma que vuestra Cartera 
controlará el ingreso de maquinaria vial, de excavación, camiones y tractores provenientes de la República 
Federativa de Brasil para una empresa sub contratante y que tendrán como cometido la excavación y 
movimiento de tierra para la Empresa Botnia". El segundo punto dice: "Saber en este caso como en todos los 
casos cómo protege su Cartera a empresas locales y fundamentalmente maquinaria que ya está instalada en 
nuestro País y cumple plenamente con tales fines". 


Todos los que estamos aquí estamos preocupados por el tema. Hace pocos días estuvimos trabajando durante 
una cantidad de horas para tratar de sacar adelante el Plan de Desarrollo Social y el Ingreso Ciudadano. Esto 
es consecuencia de la desocupación. Y vemos con preocupación que la empresa Botnia, que se está 
instalando en nuestro país, está subcontratando maquinaria y personal extranjeros, a pesar de la falta de 
trabajo que hay en nuestro país. Además de la discusión que se ha generado por las empresas que se están 
instalando en Fray Bentos y las dificultades que esto ocasiona, estamos corriendo el riesgo de que vengan 
empresas de otros países a trabajar aquí, desplazando la mano de obra local. 


He venido a hacer este planteo para poner a los señores Diputados en conocimiento de esta situación. 
Además, dejo la inquietud de que la Comisión invite al señor Ministro a efectos de mantener una 
conversación con él por este y otros temas. Pienso que de la misma manera que se da esta situación en Fray 
Bentos, puede darse en el futuro en cualquier otro punto del país. Realmente, debemos tener mucho cuidado 
con lo que está pasando, más allá de que el ingreso de estas empresas al Uruguay debe estar contemplado en 
el Tratado del MERCOSUR. Hay muchas empresas instaladas que hacen sus aportes, pagan sus impuestos 
aquí y hacen muchos sacrificios, por lo que no podemos permitir de ninguna manera que sean desplazadas 
por empresas extranjeras que, por supuesto, siempre van a cobrar mucho más barato. 


SEÑOR CUSANO.- Quisiera saber si las solicitudes están hechas al barrer o hay especificaciones en 
cuanto a idoneidad para cubrir esos puestos de trabajo; es decir, si es mano de obra específica y 
calificada o cualquier mano de obra. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO.- El planteo que hace esta gente habla de operadores y auxiliares, 
o sea que es al barrer; no es que sea mano de obra calificada o que no haya en el país. Una de las 
primeras cosas que averigilé fue qué tipo de maquinaria iban a traer -algo conozco del tema- y si no 
había en el Uruguay. Pensé que iban a traer camiones y máquinas como las que se usaron en su 
momento en la represa o actualmente en las minas de oro, pero no era de ese tipo; era maquinaria 
común y corriente, como hay en cualquier lugar, en las Intendencias o en el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que aquí hay varios temas a tener en cuenta. 


Según tengo entendido, Uruguay tiene un convenio de seguridad social con Brasil, así como con varios países 
del MERCOSUR y del mundo, lo que permite a trabajadores extranjeros, por determinado tiempo y con 
determinadas características o competencias laborales vinculadas a determinadas especificidades, trabajar en 
nuestro país y aportar en el país de origen. Eso está regulado por el Banco de Previsión Social, que tiene una 


Gerencia específica en la materia. Pero en el caso de los trabajadores extranjeros que vienen a trabajar a 
nuestro país, en este y en algunos otros rubros de actividad, tenemos entendido que la norma establece que 
debe mediar autorización de la Dirección Nacional de Migraciones y de la Dirección Nacional de Empleo, 
que se expide ante cada solicitud de cualquier extranjero para celebrar un contrato de trabajo en nuestro país. 
Entonces, creo que son dos áreas que, ante esta inquietud, deberían contestar si fueron autorizados los 
ingresos desde el punto de vista laboral, es decir, en qué categoría ingresan, si existe un contrato de trabajo y 
si hay alguna actuación de la Dirección Nacional de Migraciones y la Dirección Nacional de Empleo ya que, 
para cualquier extranjero que estuviere trabajando en el país, esto es preceptivo. 


El otro tema que deberíamos investigar es si los trabajadores referidos por el señor Diputado Rodríguez 
Servetto, figuran en la planilla de trabajo y en los registros del Banco de Previsión Social. En ese sentido, 
deberían haber tramitado -o quizás lo están haciendo- la cédula de identidad y el permiso de residencia para 
estar habilitados. Según tengo entendido, estos son los requisitos previos para poder trabajar, por lo menos en 
igualdad de condiciones, de manera formal en el Uruguay. Creo que estos son los aspectos que podrían ser 
preguntados en una eventual visita del señor Ministro de Industria. 


Haciendo referencia al pedido de informes solicitado por el señor Diputado Rodríguez, si así lo entiende la 
Comisión, sugiero hacer una consulta formal a fin de ver, en breves instancias, si las habilitaciones o 
autorizaciones están y en qué se fundamentan. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO.- Omití decir que, así como se cursó este pedido de informes al 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, también se solicitó información a los Ministerios de 
Trabajo y Seguridad Social, del Interior, de Relaciones Exteriores y de Economía y Finanzas, a fin de 
completar todo el circuito que deberían recorrer estas empresas para poder ingresar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Ya le han contestado? 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO.- No. Por supuesto que los pedidos de informes llevan su tiempo, y 
más aún los de este tipo. Sí tuve noticia de que el pedido de informes del Ministerio de Relaciones 
Exteriores ya estuvo en el Consulado de Porto Alegre, es decir, ya fue remitida la pregunta al 
Consulado. Este contestó que había derivado todo a la Cancillería porque no estaba habilitado para 
hacer este tipo de trámite. 


Me parece que sería un poco irresponsable de mi parte esperar que se termine el curso de estos pedidos de 
informes y no tratar de actuar en alguna medida. La intención es que esto no suceda y que, en lo posible, se 
respete a las empresas instaladas y a la mano de obra local. 


SEÑOR CLAVIJO.- Me quedó claro que estos pedidos de informes, además de cursarse al Ministerio 
de Industria, Energía y Minería, también fueron enviados a otras dependencias que están involucradas 
en este tema, que no solamente refiere a la maquinaria, sino también al personal. 


Mi interés es contar con la documentación que tiene el señor Diputado Rodríguez Servetto a efectos de 
agilizar el análisis y la investigación de este asunto, porque la convocatoria al señor Ministro de Industria, 
Energía y Minería podría demorar, y creo que en este asunto es necesario que los pedidos de informes se 
respondan a la brevedad. La bancada estaría de acuerdo en agilizar este tema. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO.- Con mucho gusto entregaré fotocopia del material original que 
poseo. 


Agradezco a la Comisión que haya atendido este planteo. Como decía el señor Diputado Clavijo, es 
importante tener contestación de este asunto a la mayor brevedad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero recordar al señor Diputado Rodríguez Sevetto que en esta Comisión 
hay un interés permanente por tratar de fortalecer la generación de procesos industriales nacionales, 
con mano de obra nacional y que tanto las empresas nacionales como las extranjeras estén en igualdad 
de condiciones. Además, en la medida de lo posible, queremos tratar de proteger todos los 


emprendimientos que tengan como contrapartida la generación de mano de obra en nuestro país. En 
ese sentido, hay varias iniciativas que esta Comisión está analizando y haciendo algunas gestiones ante 
los organismos competentes. 


Como la información que nos trae el señor Diputado Rodríguez Servetto refiere a un proyecto muy 
importante, emblemático y también controvertido, como es el de la instalación de una planta de celulosa en 
Fray Bentos, sería imprescindible tener la certeza de que todos estamos actuando de la misma manera. 


La Comisión va a repartir la documentación y haremos algunas gestiones, en primer lugar, para verificar la 
situación planteada y, en segundo término, para actuar en la medida de que la misma se confirmara. 


Agradecemos al señor Diputado Rodríguez Servetto haber planteado este asunto a la Comisión. 
(Se retira de Sala el señor Diputado Rodríguez Servetto) 


——- Debo comunicar que la visita de la Comisión a varias industrias de la ciudad de Paysandú estaría 
coordinándose para el 30 de mayo y el 1* de junio, es decir, para el martes y miércoles, en que no habría 
sesión de Cámara. 


(Ingresa a Sala una delegación de miembros de la Confederación de Federaciones y Sindicatos de la 
Alimentación) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Industria, Energía y Minería tiene el honor de recibir a la 
delegación del Sindicato Aceitero, integrada por los señores Homero Taroco, Wilmar Correa, Gabriel 
Damonte y Fernando Sappía; de la Confederación de la Alimentación -COFESA-, integrada por el 
señor Miguel Remuñan; al doctor Danilo Castellano en representación de COUSA, y al señor Carlos 
Cachón por el PTI-CNT. 


SEÑOR DAMONTE.- Soy miembro del Sindicato Aceitero y también de la Confederación de la 
Alimentación. 


En primer lugar, quiero darles las gracias por recibirnos y escuchar el tema que está preocupando al gremio 
aceitero. 


El problema es que nosotros estamos viendo que la industria aceitera tiene una serie de desventajas en 
comparación con la argentina y eso puede llevar a algunos perjuicios que, aunque hoy pueden no estar 
tocándonos como trabajadores, nos van a afectar a corto plazo. Por eso decidimos movernos y analizar la 
forma de llegar a algún tipo de solución, antes de que suba el agua y nos sintamos ahogados. 


Las desventajas son las siguientes. El Gobierno argentino establece una retención del 23,5% a la exportación 
de semillas, lo que hace que la industria de ese país compre la semilla un 23,5% más barata de lo que la 
compra la industria uruguaya. Esa es una diferencia grandísima, si tenemos en cuenta que la semilla implica 
un 40% o un 50% del costo final del aceite, lo que resulta un porcentaje muy alto. 


Otra desventaja que tenemos es que desde hace muchos años -casi desde que comenzó el MERCOSUR- los 
aceites argentinos están entrando a Uruguay a precios de "dumping". Argentina está vendiendo su aceite en 
Uruguay más barato de lo que lo vende en su propio país. Eso se demostró en varios juicios que se han hecho 
desde 1998 a la fecha; inclusive, se demostró que había un "dumping" de más del 30% para algunos artículos. 


Según nuestra manera de ver, la meta que tienen es la de hacer desaparecer la industria nacional para luego, 
cuando no haya competencia aquí, fijar los precios. Y hoy podemos ver en el Géant, por ejemplo, que el 
aceite argentino se está vendiendo a $ 190 $ 25. 


Esas son las dos primeras desventajas que observamos: el "dumping" y las retenciones sobre las semillas. 
Hasta el momento, nuestro sector ha mantenido una cantidad de trabajadores más o menos estable y la 


industria ha podido competir a pesar de esos dos elementos. Pero este año se ha agregado un tercer problema, 
que es que la cosecha uruguaya de semillas está siendo acaparada por las multinacionales con las cuales no se 


puede competir en precios. Aquí, hasta este año, se pagaba el precio internacional de la semilla, pero ahora 
esta multinacional ofrece a los productores un sobreprecio para acaparar la semilla y llevársela. 


Entonces, si de entrada nosotros competíamos contra un 23,5% en la semilla, ahora, si hay que pagar ese 
sobreprecio para tratar de retener algo de semilla a fin de industrializarla en Uruguay, la diferencia se hace 
mucho más grande y el precio final en que quedaría el aceite no podría competir con el del que está entrando 
de Argentina o Brasil. 


Nosotros entendemos que este problema, en primera instancia, lo tiene la industria, pero mañana -bien 
cerquita- va a ser un problema de los trabajadores, porque si la industria cae vamos a caer nosotros; eso lo 
tenemos claro y estamos tratando de que no pase. A la vez, a corto plazo, el problema no va a ser solo de la 
industria y de los trabajadores. Cuando la industria desaparezca -en el caso de que eso suceda- se generará un 
problema para toda la población, porque el aceite cuyo precio hoy se rige por la competencia entre el que 
entra de afuera y el que produce la industria nacional, no se fijará de esa manera y estará a lo que se quiera 
desde Argentina, como pasó con otros productos, como por ejemplo el jabón, que desde que murió la 
industria nacional está entrando a precios que, en definitiva, se fijan allí. 


Pero el problema no termina aquí. Hoy los productores se ven beneficiados con este sobreprecio que está 
pagando la multinacional para acaparar la semilla, pero cuando no tengan competencia, en caso de 
desaparecer la industria nacional, y de que no haya demanda interna, estoy convencido de que no se pagará 
ese sobreprecio ni el precio internacional por la semilla que ellos están produciendo. Este año ellos se ven 
favorecidos y tal vez mientras exista la industria aceitera se vean beneficiados, pero apenas desaparezca la 
demanda de semilla, la historia no va a ser así y ese sobreprecio que hoy se les paga no va a existir. 


En resumen, nosotros vemos que hay una situación de desventaja y que hoy la perjudicada es la industria; 
mañana seremos nosotros, los trabajadores, y a corto plazo creemos que también va a haber un perjuicio para 
la población y para los productores. Por tanto, estamos tratando de encontrar algún tipo de solución. 


SEÑOR CASTELLANO.- Vengo en representación de la empresa COUSA. 


En primer lugar, agradezco la amabilidad de los trabajadores y de la Comisión por habernos invitado a este 
ámbito, porque como empresa consideramos adecuado -coincidentemente con la preocupación de los 
trabajadores- que se genere un ámbito de discusión y de análisis de la problemática que se está planteando en 
el sector de la agroindustria. Todos escuchamos decir que el futuro de Uruguay está en su agroindustria, en la 
producción y en el agregado de valor que se da a las materias primas que se generan a partir del esfuerzo 
nacional. Sin embargo, acá tenemos un caso típico de un sector que está compitiendo con medidas que se 
pueden calificar de desleales desde antes de la formalización del Tratado del MERCOSUR del año 1995, 


Como breve reseña, con el mejor ánimo de ubicar el planteo, debe tenerse presente que cuando firmamos el 
Tratado de MERCOSUR -que entró en vigencia el 1” de enero de 1995- se había negociado que quedarían en 
período de adecuación determinados sectores en los que se consideraba que había divergencias económicas 
importantes entre los países, para dar un plazo -que en general se establecía entre cinco y siete años- para que 
los productos y los productores de esos países tuvieran tiempo de adecuar sus actividades al nuevo marco de 
desregulación o de libre comercio que se generaba en el ámbito del tratado. Uno de los productos que estuvo 
en las listas de adecuación fue, precisamente, el aceite comestible, porque se entendía que en ese momento la 
industria uruguaya no estaba en condiciones de igualdad como para competir con la argentina, que es la 
primera exportadora mundial de aceite. Estamos hablando de un país que es el primer exportador mundial de 
aceite comestible; no estamos hablando de una economía marginal en el sector. Es decir que, en principio, 
competir con la industria argentina no iba a ser una tarea sencilla para la industria uruguaya. 


Si bien era así, el 30 de diciembre de 1994, veinticuatro horas antes de que entrara en vigencia el Tratado del 
MERCOSUR, el Gobierno argentino de entonces establece para la producción aceitera argentina un reintegro 
a sus exportaciones, para aquellas que fueran orientadas hacia los países que tenían productos en la lista de 
adecuación del MERCOSUR, concretamente, el caso de Uruguay. 


Quiero decir que desde el vamos la estrategia argentina fue tratar de desnaturalizar ese margen de 
competitividad que se le pretendió dar durante unos años a la industria uruguaya, a los efectos de ver si se 
podía adecuar a su escala y si se estaba en condiciones de competir de igual a igual. 


Quiero decir que este fue el comienzo: 24 horas antes del comienzo de la vigencia del Tratado del 
MERCOSUR, el Gobierno argentino debuta con una medida de reintegro para aquellas exportaciones que 
estaban en la lista de adecuación uruguaya. De ahí para adelante hemos tenido una constante y permanente 
lucha para tratar de sobrevivir frente a una agresión económica -de otra forma no se puede calificar-, en 
cuanto a precios, como bien lo señalaba el señor Damonte, dado que venían exportaciones desde Argentina a 
precio de "dumping". 


En la primera investigación "antidumping" que hace Uruguay, detectamos "dumping" del 40% al 50% del 
valor. Es decir que ese aceite que venía desde Argentina era un 40% o 50% más barato que el que se vendía 
en el mercado interno argentino. Contra eso tuvo que competir la industria uruguaya. El resultado fue que del 
sector industrial que existía en el Uruguay, lamentablemente, hoy solo va quedando una industria, que es 
COUSA. Estamos solos, no como resultado de nuestro afán monopólico, sino porque somos los últimos 
supervivientes de la industria, porque hemos hecho un gran esfuerzo conjunto entre los trabajadores y la parte 
empresarial para pelear en todos los ámbitos posibles a los efectos de sobrevivir. 


Como mencionaba el señor Damonte, efectivamente, hicimos tres acciones "antidumping". Como decía, en la 
primera de ellas se detectaron 40% o 50% de márgenes de "dumping". Por supuesto, en la segunda y en la 
tercera fue más difícil de probar. De todas formas, se pudo hacer y comprobar porque, obviamente, los demás 
también juegan y el sector aceitero argentino estaba más prevenido de las acciones y tomaba otras medidas. 
Pero, en todos los casos, Uruguay estableció una normativa "antidumping" recién en 1995; antes no la 
teníamos. Un proceso de acción por "dumping" lleva en el Uruguay un trámite de un año y medio a dos años, 
en cuanto a su procesamiento. Esto implica que hay que sobrevivir durante el plazo en que eso se hace, y 
después de que se logra poner una medida "antidumping" -como se hizo en las tres ocasiones en que se 
iniciaron las acciones, porque en los tres casos se comprobaron- que luego no se eluda. Lamentablemente, en 
el marco normativo de las reglas de "dumping", Uruguay no incluyó el capítulo de antielusión, a diferencia 
del resto de las legislaciones del mundo -estoy hablando de Argentina, Brasil, Estados Unidos, la Unión 
Europea y demás-; todas las regulaciones del "dumping" tienen un capítulo antielusión, precisamente, para 
evitar que los derechos que se han puesto para evitar el "dumping" sean evadidos mediante algún subterfugio 


Sistemáticamente, Uruguay se negó a incluir en su regulación las normas antielusión. Innumerable cantidad 
de veces intentamos que ese capítulo fuera incorporado; se nos decía que se consideraba que era una forma 
de trabar el comercio, que eso no correspondía y que lo único que se podía hacer era una nueva acción 
"antidumping", que demoraba un año y medio o dos de tramitación. Con todo eso fue que hubo que pelear y 
así hemos llegado a la instancia en que estamos, en que han quedado empresas por el camino, con pérdida de 
puestos de trabajo y de posibilidades. Estamos quedando como los últimos sustentadores de una bandera de 
la industria en el sector oleaginoso, pero expuestos a una situación realmente muy comprometida. 


Como bien señalaba el señor Damonte, en este momento se da una situación muy perversa porque, por un 
lado, se da el caso de la importación de aceites argentinos, que si bien tienen hoy derechos específicos 
puestos, de resultas de las acciones "antidumping", están calculados sobre un valor ficto de unos US$ 350 la 
tonelada, cuando hoy el valor de ese aceite está en más de US$ 600. Por lo tanto, el nivel del derecho 
específico establecido hoy no es barrera ni contención para evitar la importación del producto. Por lo tanto, 
más allá de la buena intención con que se haya puesto el derecho específico, en la práctica hoy no está 
resultando un elemento compensador del perjuicio acaecido hasta ahora. Por otro lado, como también 
señalaba Damonte, se da la especial circunstancia de que de resultas de las detracciones argentinas a las 
exportaciones de materias primas -es decir, de semillas oleaginosas con un 23,5%- no hay en el mercado 
internacional semilla disponible desde la región porque, obviamente, si uno va a pagar el 23,5% de 
detracción, prefiere industrializarla en la Argentina y exportar el producto industrializado, que es lo que hace 
Argentina. Por esa razón, dicho país es el primer exportador mundial de aceite; esto no es por obra y gracia 
de la casualidad, sino que es una estrategia de política argentina que ha orientado sus instrumentos a 
privilegiar y a desarrollar su industria aceitera, en una decisión de política de Estado. 


En ese sentido, Uruguay tiene una política distinta; no ha aplicado el criterio de las detracciones a sus 
materias primas, criterio que no nos corresponde a nosotros juzgar si es bueno o malo, pero sí decir que 
dentro del MERCOSUR se produce una distorsión de las reglas, porque no está cumpliéndose lo pactado. 
Esto es: los productores uruguayos de aceite no podemos acceder a la materia prima argentina en las mismas 
condiciones que los productores argentinos. Si nosotros compramos semillas en Argentina, tenemos que 
pagar un 23.5% más que el productor argentino, mientras que el productor uruguayo exporta con un 23,5% 


más que el productor argentino, porque no tiene detracción, resultado de lo cual hoy en el mercado 
internacional una empresa multinacional está comprando, pagando en el Uruguay un precio un poquito por 
encima del internacional, llevándose íntegramente la cosecha uruguaya, de forma tal que los exportadores 
tradicionales uruguayos tampoco van a acceder a la semilla uruguaya este año. 


COUSA habitualmente procesaba aproximadamente el 50% de la cosecha de Uruguay. El año pasado, 
COUSA procesó unas 500.000 toneladas. Este año creo que tenemos 10.000 y no muchas más. O sea que 
estamos hablando de un verdadero problema que escapa a las posibilidades económicas de una empresa. 
Estamos frente a una tenaza de situaciones que implican definiciones de políticas de Estado y por eso parecía 
importante crear un ámbito de discusión en ese sentido. Nos parece que el punto no es si se trata solamente 
de la supervivencia de una empresa o no, sino de una definición de política de hasta dónde se quiere orientar 
la agroindustria en el Uruguay, porque si se tratara de una sola empresa, que no fuera eficiente, entonces que 
cierre y se traen productos importados. Ese sería un escenario posible si COUSA no fuera eficiente. Pero, si 
COUSA no fuera eficiente -me apresuro a decir que sí lo es-, no habríamos logrado hacer un "joint venture" 
con un grupo danés que está invirtiendo en este momento en la planta de COUSA para desarrollar productos 
de exportación diferenciados para el mercado internacional. Acá no hay un problema de falta de capacitación 
obrera ni de falta de tecnología porque, dicho sea de paso, tenemos la refinería más moderna de América 
Latina, con normas ISO 9000, sino que es un problema de definiciones de políticas. Acá el problema es que 
estamos en un MERCOSUR donde hay disonancias en las reglas de aplicación internas. Acá la República 
Argentina, con su estrategia de detracciones, distorsiona el acceso a la llegada de las materias primas, lo cual 
hace que la industria uruguaya, en este caso concreto - va a pasar con la panificación y ya ha pasado con la 
jabonería-, no lleve adelante ningún emprendimiento industrial razonable, en tanto no se tenga el acceso a las 
materias primas en igualdad de condiciones. Si no se tiene acceso a la materia prima en igualdad de 
condiciones, por lo menos busquemos los mecanismos para evitar que se nos inunde con productos 
fabricados en esas condiciones que lleguen con precios distorsionados de la realidad del mercado, porque hoy 
el aceite argentino llega más barato al Uruguay porque el productor tiene la ventaja de la detracción argentina 
que el productor uruguayo no tiene. Eso, por un lado. 


Pero, por otro, está la tenaza que realmente hace estrangulante la situación: al no haber detracciones en el 
Uruguay, los compradores internacionales de semillas están comprando en el Uruguay la semilla que no 
pueden comprar en Argentina. El resultado es que el precio de la semilla sube. Alguien puede decir que, 
entonces, la empresa COUSA salga al mercado uruguayo a comprar la semilla a los mismos precios que el 
mercado internacional cosa que, teóricamente, podríamos hacer. Podríamos hacerlo si no entrara el aceite 
argentino más barato, porque si lo hacemos así, el aceite argentino se queda con la totalidad del mercado, del 
que ya ha capturado una buena parte. 


Por eso decimos que nos parecía importante denunciar esta situación de la que ya hemos hablado en distintos 
ámbitos y con los distintos Gobiernos que se han sucedido desde 1995 hasta la fecha. La situación es que 
creemos que hay definiciones de política que es conveniente discutir. Si en la situación actual no se toman 
decisiones, lamentablemente, no quedará agroindustria en el Uruguay, porque no puede desarrollarse sobre 
estas bases; se perderán puestos de trabajo y, además, los productores uruguayos que hoy están aprovechando 
una coyuntura favorable, porque el mercado internacional tiene el precio en alza, el día que esos precios 
internacionales bajen -porque los mercados son cíclicos- no tendrán una industria local capaz de procesar la 
materia prima para poder defender un poquito la media del precio. Serán rehenes de los compradores 
internacionales que hoy pagan un precio alto y mañana lo pagarán bajo. 


En síntesis, eso es lo que nos parecía oportuno denunciar, compartiendo la preocupación de los trabajadores. 
Insistimos en que creemos que esto va más allá de la situación de la empresa y que la definición de una 
política de estrategia con respecto al desarrollo del sector agroindustrial merece un ámbito de discusión. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CACHÓN.- Indudablemente, los compañeros trabajadores y el asesor de la empresa 
explicaron con meridiana claridad la situación por la cual atraviesa la industria, pero también nuestra 
preocupación por la situación de la industria nacional. 


Desde hace mucho tiempo hemos venido reivindicando desde la Central de los Trabajadores la situación de la 
industria nacional y lo que trae aparejado. Quienes hemos seguido la situación de la agroindustria a nivel de 


los alimentos y quienes pertenecemos a la industria láctea también en algún momento vivimos las 
distorsiones que provocan las transnacionales que entran a un país en el que no hay reglas claras; generan 
intranquilidad, no solo en los trabajadores sino también en el sector donde se procesa la materia prima, que 
son los productores, para nosotros, el principal motor y esperanza que tenemos para la recuperación de 
nuestro país, más aún con respecto a la industria nacional, tan jaqueada y venida a menos. 


Con esta situación planteada, en la cual también el PITCNT ha venido apostando fuertemente a la 
integración regional, nos parece que se deben generar ámbitos de discusión para que esa integración se dé en 
un nivel de igualdad y no se produzcan situaciones como esta, de deslealtad, ante la que los trabajadores 
indudablemente creemos que siempre va a terminar cortándose por el lado más fino. No estamos apostando a 
eso, sino a un cambio sustancial, y no solo para una empresa sustentable, como bien se planteaba acá, que en 
este momento está haciendo inversiones por US$ 7:000.000 en un mercado retraído; creo que esto debe 
tomarse en cuenta. Como PIT-CNT estamos llevando adelante las reivindicaciones, no solo desde el punto de 
vista de la estabilidad laboral, sino de la preservación de la impronta de una empresa fuerte, con capitales 
nacionales y una protección que nos parece importante. 


Entiendo que este tema es muy profundo y tiene que ver con el relacionamiento de nuestro país con 
Argentina en este caso específico. Desde el PII-CNT estamos alentando la conformación de un ámbito de 
discusión, a fin de encaminarnos hacia las soluciones que plantean, tanto la empresa como los trabajadores. 


Simplemente, queríamos aportar estos elementos y manifestar la preocupación del PIT-CNT. Estamos a las 
órdenes para compartir con ustedes todo lo que podamos aportar en esto que nos interesa mucho, que es la 
integración regional, pero una integración regional acorde, teniendo en cuenta un principio de igualdad y no 
como la que se está dando actualmente, que genera una distorsión muy importante, inseguridad y falta de 
credibilidad en un proceso para nosotros sumamente importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero preguntar al doctor Castellano qué gestiones se están haciendo con el 
actual Ministerio de Industria, Energía y Minería -ya sea a nivel del Ministro o de la Dirección 
Nacional de Industrias?, con los organismos competentes y cómo se van encaminando. Entiendo que 
este es un insumo básico para la Comisión, que desde ya agradece el planteo que han hecho. Este es 
uno de los temas que como Comisión nos interesa tratar y con respecto al cual sentimos que podemos 
colaborar y generar ámbitos que puedan tender a proteger la industria y la mano de obra nacional. 
Hablamos mucho de igualdad de oportunidades de las industrias nacionales con respecto a las 
extranjeras. 


De manera que queremos saber qué gestiones han hecho para poder ser útiles como Comisión de Industria, 
Energía y Minería con respecto a esta cuestión. 


SEÑOR CASTELLANO.- Por supuesto, tanto la delegación obrera como la empresa, hemos hecho 
gestiones y presentamos memorandos respecto a la situación actual, del tipo de los que estamos 
planteando en este momento en el Ministerio de Industria, Energía y Minería, donde tuvimos 
oportunidad de entrevistarnos con el señor Subsecretario Ponce De León y con el Director Nacional de 
Industrias, ingeniero Mariati. También hicimos gestiones en el Ministerio de Economía y Finanzas, en 
el área de la Asesoría de Política Comercial, donde conversamos con el contador Saráchaga y el 
economista Onxs. En el Ministerio de Relaciones Exteriores tuvimos oportunidad de hablar con el 
Canciller, Reinaldo Gargano, antes de que asumiera, quien también manifestó preocupación por este 
asunto. Asimismo, en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca los trabajadores tuvieron 
oportunidad de hablar más de una vez con el señor Souto. La empresa también ha hecho gestiones a 
nivel de OPYPA. 


Hemos planteado el problema a las autoridades que están involucradas en el tema, lo están estudiando, pero 
no hay definición concreta de ninguno de los sectores, más allá de que sabemos de su preocupación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión de Industria, Energía y Minería agradecemos el 
planteo. Haremos un atento seguimiento a la situación presentada. Advertimos que se han adelantado a 
traer la documentación que íbamos a pedirles. Tenemos previsto reunirnos con las autoridades del 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, oportunidad en la que conversaremos sobre este asunto. 


Entendemos que esta es una de esas cuestiones en las que la Comisión puede ser útil, tratando de 
acercar a las partes y buscando vías de entendimiento que sirvan para proteger la industria nacional y 
la mano de obra nacional. 


SEÑOR REMUÑÁN.- De pronto, a ustedes les llama la atención que nos presentemos conjuntamente 
los obreros y los representantes de la empresa, en un esfuerzo mancomunado para defender la 
industria. Independientemente de nuestra ignorancia en términos técnicos -pedimos disculpas por ello- 
que puedan utilizarse para tratar de solucionar este problema, entendemos que la defensa de la 
industria nacional y, por ende, el trabajo de los obreros, pasa por una decisión política de las 
autoridades. 


Hago esta precisión para que quede claro que el esfuerzo es tanto de la empresa como de los obreros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos gratamente sorprendidos por la diversidad que existe en el tema que 
están planteando y por el trabajo conjunto de las tres partes, tanto de las autoridades como de los 
obreros y los empresarios en forma mancomunada. 


Esperamos poder contribuir a encontrar una solución. 
(Se retiran de Sala los representantes de la Confederación de Federaciones y Sindicatos de la Alimentación) 
(Ingresa a Sala una delegación del Sindicato de Obreros de VIBOBUSA) 


——- La Comisión recibe con mucho gusto al señor Sergio Vezoli, Presidente del Sindicato de Obreros de 
VIBOBUSA, Calvinor, de Bella Unión, quien ha concurrido acompañado del señor Diputado Signorelli, 
también del departamento de Artigas. 


Esta entrevista había sido solicitada hace bastante tiempo y por razones de agenda se fue postergando. 


Tiene la palabra el señor Vezoli. 


SEÑOR VEZOLI.- Agradecemos a la Comisión esta oportunidad que nos brinda; sabemos que su 
tiempo es escaso. 


Hemos venido a plantear la difícil situación que atraviesa la empresa Calvinor. También visitamos la 
Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca, nos reunimos con el Subsecretario de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, señor Agazzi, y con el Ministro de Industria, Energía y Minería, señor Lepra. 


Concretamente, hace prácticamente quince días que Calvinor ha parado sus actividades por falta de capital de 
trabajo. Esta empresa fue vendida por la Corporación Nacional para el Desarrollo a un empresario privado y, 
lamentablemente, él no tuvo los capitales ni los recursos necesarios para hacer frente a la situación y, hoy, 
tiene un problema muy delicado. 


Es importante señalar que en la época de la vendimia hubo ocupación para los trabajadores. Conseguimos 
US$ 120.000, del Ministro de entonces para realizar la vendimia, la cual se hizo y se procesaron más de un 
millón de litros de vino; se llegó a tener alrededor de un millón y medio de litros de vino en los tanques de la 
bodega. Si llevamos esto al precio promedio, estaríamos en aproximadamente US$ 2:500.000. 


Calvinor no cuenta con capital de trabajo. Como dije, se realizaron reuniones con el Ministro de Industria, 
Energía y Minería, Jorge Lepra, con el Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca, Ernesto Agazzi. Se 
ha decidido poner la empresa en venta buscando un inversor que haga frente a lo que es la empresa Calvinor 
de Bella Unión. Obviamente, esto insumirá determinado tiempo y nosotros estimamos que en ese plazo, que 
puede ser de dos o tres meses, la empresa ya estaría cerrada porque prácticamente está parada, debido a que 
no cuenta con los insumos necesarios para salir al mercado. 


En nuestro país, el vino es un producto muy competitivo; más en la actualidad, ya que hay excedentes de la 
producción del año anterior y de este. Todo demuestra claramente que si Calvinor no recibe una inyección de 
capital, en el sentido de controlar el stock de vino que tiene en los tanques, se va a vender una empresa 


cerrada. Entonces, perderá el valor en que está posicionada en el mercado, con un 30% de lo que es el vino 
fino a nivel nacional. Esto se puede corroborar a través de los datos que el INAVI registra. La empresa tiene 
tres exportaciones, a Brasil a España y a otros países de Europa, pero ahora no puede hacer porque le faltan 
recursos. 


Además, hay otros problemas graves. Por un lado, no sabemos qué pasará con nuestra fuente laboral y, por 
otro, hay que lograr la forma de viabilizar que la empresa siga funcionando. 


El Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca, Ernesto Agazzi, ha dicho que se podría vender vino a 
granel. En ese caso el precio sería $ 10, y con la etiqueta de Calvinor, cada botella costaría $ 70. Creemos que 
si la empresa sigue el camino de la venta a granel para hacer caja, se vaciará. 


Hemos concurrido a esta Comisión a pedir ayuda; queremos tener otra audiencia con el Subsecretario de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, con el Ministro de Industria, Energía y Minería, Jorge Lepra, a fin de buscar 
la fórmula que nos permita sacar adelante la empresa. El actual dueño está dispuesto a colaborar y aceptaría 
que el Estado nombre una Comisión que controle los recursos de la empresa. Inclusive, ya estamos poniendo 
en riesgo la futura cosecha, dado que dentro de quince o veinte días hay que podar y fertilizar, y la empresa 
no tiene medios ni recursos. Ponemos en riesgo la vendimia que viene y la cadena comercial, que ya está 
parada. 


Todos sabemos lo que representa salir del mercado en este mundo competitivo; inmediatamente otra bodega 
ocupará las góndolas de los supermercados, y esto no se recupera fácilmente. 


No es lo mismo ofrecer a la venta una empresa medianamente funcionando que una ya cerrada. Además, 
nosotros, como trabajadores, mantendríamos nuestra fuente de trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La versión taquigráfica de su comparecencia a las Comisiones de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y de Legislación del Trabajo ya han sido distribuidas a todos los miembros de esta 
Comisión. 


SEÑOR SIGNORELLI.- En primer lugar, esta empresa ha tenido algunas dificultades; inclusive, se ha 
señalado que se trata de un problema de inversores privados. Aclaro que hubo discrepancias cuando 
las autoridades concurrieron al lugar, debido al problema de la hepatitis. Estuvo el Ministro de 
Industria, Energía y Minería, Jorge Lepra, la Ministra de Salud Pública, doctora Muñoz, y el 
Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca, Ernesto Agazzi. 


Mientras el Subsecretario Agazzi dijo que se trataba de un problema entre privados, en el mismo avión el 
Ministro Lepra señaló que se reuniría con la gente de Calvinor. 


Como artiguense y en mi condición de Diputado, quiero dejar claro que este planteamiento, absolutamente 
racional, señala que no se trata de un problema entre privados. La empresa fue comprada por un privado, 
pero este pagó una o dos cuotas, nada más. Entonces, pertenece a la Corporación Nacional para el Desarrollo 
y, por lo tanto, a todos los uruguayos. 


Con ese crédito que hoy pretende Calvinor, se tendría alrededor de US$ 200.000, y se lograría vender ese 
millón quinientos cincuenta mil litros de vino. De esta manera, no se perdería algo muy importante, que es la 
marca Calvinor; se podrían hacer esos trabajos anteriores a la cosecha, como la fertilización y la poda, para 
que cuando se ponga a licitación la empresa tenga el valor que tiene hoy. 


Estamos sumamente preocupados porque en la actualidad la empresa está en los límites mínimos de 
empleados; si no me equivoco, están trabajando cuarenta y siete personas, es decir, los estrictamente 
necesarios para el mínimo funcionamiento. Es una empresa absolutamente viable; pero cuando cambiaron las 
reglas del juego, especialmente con relación al dólar, el señor Parma -quien adquirió esta empresa- no tuvo la 
suficiente capacidad para llevar adelante este emprendimiento. 


Quiero repetir algunas cifras que me parecen muy importantes: lo que quedó de la cosecha anterior fueron 
450.000 litros y la última cosecha fue de 1:100.000 litros; por lo tanto, son 1:550.000 litros; es bien concreto. 
Lo que pretendemos es que se permita embotellar esos 1:550.000 litros de vino, para lo que se tendrían que 


adquirir las botellas, las etiquetas, pagar los impuestos, etcétera, y también dejar que se siga trabajando en la 
viña, impidiendo que se venga todo abajo. Con estas acciones será más viable vender la empresa dentro de 
noventa días, lo que significará un mejor negocio para el Gobierno. 


Queríamos, simplemente, alertar sobre esta situación y, además, pedirle al señor Presidente y a los restantes 
miembros de la Comisión que hagan la gestión pertinente frente al Subsecretario de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, ingeniero agrónomo Ernesto Agazzi -quien está a cargo de este asunto- para que los reciba 
rápidamente, porque existe mucha preocupación. Como sabemos que hay un gran compromiso de parte del 
Gobierno en cuanto a que las industrias de Bella Unión no van a caer, tenemos la obligación de alertar sobre 
estas situaciones, ya que estaríamos salvando una recaudación de casi US$ 2:500.000 con una inversión de 
US$ 200.000. 


Es cierto que todos estamos preocupados por las inversiones que se han hecho en la zona oeste, puesto que 
algunas no han sido exitosas pero, en definitiva, no por lo pasado podemos dejar lo presente. Si permitimos 
que caiga CALVINOR, no vamos a obtener nada, porque vender a $ 10 pesos el litro de vino sería 
prácticamente la liquidación de la empresa. Por lo tanto, sugerimos al señor Presidente hacer los contactos 
con el Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca para que -de acuerdo con su agenda- pueda recibir lo 
antes posible a la gente de Bella Unión. Tenemos declaraciones del Subsecretario Agazzi que refieren 
precisamente a no dejar caer a CALVINOR para permitir una venta posterior con mayores posibilidades. 
Debemos recordar que todo esto es plata del Gobierno, este no es un negocio entre privados sino que hoy es 
un negocio público, porque la empresa se vendió a un privado pero este solamente pagó dos cuotas; por lo 
tanto, el mayor accionista de CALVINOR es la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuál fue el monto de la operación por la cual la Corporación Nacional para 
el Desarrollo le vendió a Parma la empresa CALVINOR y cuánto se pagó hasta el momento? 


SEÑOR VEZOLI.- CALVINOR fue vendida en US$ 1:100.000; inclusive, tenemos el documento 
original de la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Están incluidos en ese monto los pasivos? 


SEÑOR VEZOLL.- No; cero pasivo. La empresa fue totalmente saneada y vendida en abril de 2002 en 
US$ 1:100.000 pagaderos a diez años, con quince meses de gracia y con un stock de 1:400.000 litros de 
vino. 


Luego vino la crisis económica. El inversor tenía una línea de crédito a través del Banco Comercial y a raíz 
del cierre del banco y de la crisis bancaria el negocio no resultó ser como el inversor tenía previsto. Aquí es 
donde surge la situación financiera de CALVINOR. Tenemos que hacer una separación lógica: una cosa es la 
situación financiera de CALVINOR, que es muy complicada, y otra es la situación de campo y la parte 
productiva. Este año obtuvimos 1:100.000 litros de vino, lo que es una excelente producción. También hay 
que tener en cuenta a los productores externos que dan su uva a la empresa, luego del proceso de 
reconversión, y algunos de ellos anduvieron por arriba de los veinte mil kilos por hectárea. Todo esto 
demuestra el nivel productivo de Bella Unión. 


A todo esto hay que agregar que, a pesar de la problemática económica por la que atraviesa la empresa, la 
marca CALVINOR está impuesta en el mercado, y también, de acuerdo con los registros del INAVI, vemos 
que se posiciona en un lugar privilegiado en cuanto a ventas a nivel nacional y en exportación. 


Cuando el Estado decidió vender la empresa, el problema grave fue encontrar un inversor que tuviera el 
capital de trabajo que no tenía la empresa en ese momento. Esto no se logró. Lo que sí logramos en 
diciembre, a través de la ocupación -ya que teníamos toda la producción, de cerca de 1:500.000 de uva en los 
parrales y no podíamos cosechar- fue transformar esa uva en vino, lo que generó el valor que tenemos hoy, 
que es de alrededor de US$ 2:500.000. Esto se hizo gracias al crédito que se logró a través del Ministerio, por 
el fondo ÁPICE, que se volcó a la Corporación Nacional para el Desarrollo y de allí a VIBOBUSA. 


En concreto, lo que pedimos es que el Gobierno haga un crédito puente, porque CALVINOR está a punto de 
cerrar -estamos cumpliendo horario, no se está trabajando, hace veinte días que el camión no viene a 


Montevideo porque no tiene forma de fraccionar el producto-, para que no pare la cadena de venta, que 
CALVINOR pueda funcionar y que los trabajadores cobren sus salarios. 


Lo que nos preocupa también es el tema de campo porque no se puede esperar a que venga el inversor, por 
ejemplo, para realizar la poda, que debe hacerse los primeros días de junio y no se puede postergar. También 
se tendrían que haber realizado ya los trabajos de fertilización, primero con abono orgánico y luego un 
tratamiento con abono verde, que es cebada que se planta entre la fila, y si no se hace, la producción va a 
resultar afectada y, por lo tanto, esto se va a reflejar en la economía. 


Es cierto que CALVINOR tuvo su inyección de capital. No estamos defendiendo al inversor, que 
lamentablemente no cumplió el objetivo. Lo que sí estamos defendiendo es a la empresa para que pueda venir 
un inversor con capital, capaz de gestionarla, porque a pesar de todos los problemas económicos, ha estado 
muy bien posicionada en el mercado y con una red de distribución en Brasil, concretamente en Porto Alegre, 
que es ALIMUR. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacerle algunas preguntas. Primero, ¿qué pasivo tiene hoy la 
empresa VIBOBUSA? Segundo, ¿cuánto son los ingresos anuales por venta de vino? Tercero, ¿cuál es 
el costo operativo para hacer funcionar la empresa, para producir ese stock de vino? Y cuarto, 
¿cuántos trabajadores tiene la empresa hoy? 


SEÑOR VEZOLI.- En primer lugar, con relación a lo netamente financiero, como trabajadores no 
tenemos acceso a los números finos. Las empresas tienen su parte administrativa. Pero en el momento 
del llamado a oferta, cuando se realice el estudio a esos efectos, sin duda la empresa va a tener que 
entregar los números. Sabemos que hay muchos inversores interesados en la empresa porque es una 
bodega de primer nivel, todos sus toneles son de acero inoxidable y cuenta con gran tecnología. 


En cuanto a los trabajadores, debo decir que en la parte productiva somos cuarenta y siete empleados. A esto 
hay que sumarle la distribución que se realiza en Montevideo, que tiene alrededor de treinta y siete 
trabajadores. 


Con relación a los costos, puedo informar que el precio promedio es US$ 1,60 el litro, porque son todos vinos 
finos. 


Lo que nosotros estamos manejando no es vender el millón y medio de litros de vino, sino que es el crédito 
puente, porque hay toda una variedad de insumos para comprar, como por ejemplo, todo lo relacionado con 
la fertilización, hay que contratar una cantidad de gente por dos o tres meses para realizar las podas, los 
atados y todo lo que requiere la vendimia, y también, para la cadena de ventas, hay que tener los envases, las 
etiquetas y el marketing que requiere una empresa de primer nivel. Actualmente la empresa está parada por 
los pasivos. Si ustedes me preguntan hoy cuál es el pasivo de CALVINOR, no se lo puedo decir. Nosotros, 
como trabajadores, sabemos que la empresa tiene serios problemas y que quienes le suministran los insumos 
no le dan crédito porque no puede asumir el costo. Lo que sí puedo afirmar es que el señor Subsecretario de 
Ganadería, Agricultura y Pesca tiene números más precisos que nosotros porque hay un representante del 
Ministerio trabajando en el tema de Calvinor. 


Nosotros planteamos un puente para que la empresa, en el momento en que cristalice el proceso de venta, no 
esté cerrada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuál es el costo operativo mensual de funcionamiento? 


SEÑOR VEZOLI.- Según lo que nos dice el dueño de la empresa, serían US$ 45.000 mensuales, toda la 
empresa. Pero no podemos afirmarlo porque, como decíamos anteriormente, nosotros no tenemos 
acceso a los números de la empresa. Nosotros como trabajadores solo conocemos el trabajo y los litros 
de vino que fraccionamos. 


La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca tiene el material que le hemos proporcionado, al cual ustedes 
pueden acceder, si lo desean; allí está la información de compraventa, el documento marco cuando se 


liberaron los US$ 120.000, etcétera. Como nos dijeron que era poco el tiempo que tendríamos hoy aqui, solo 
estamos haciendo una introducción, pero ustedes pueden contar con todo el material. 


SEÑOR CUSANO.- Quisiera saber si los productores de esas cepas son los que se reconvirtieron 
totalmente, si son de la propia empresa o los que compran la producción. 


SEÑOR VEZOLI.- Como ustedes recordarán, la reconversión azucarera fue un tema acerca del que se 
habló mucho y hasta muy criticado; hay que analizarlo muy de cerca para conocerlo bien. Las reglas 
de juego han cambiado mucho desde que comenzó ese proceso hasta el día de hoy. 


Estos productores son cañeros que entregaron su cuota de caña, o sea, bajaron su producción de azúcar con el 
propósito de reconvertirse en productores de uva, y eso lo hicieron. Hay cerca de setenta hectáreas fuera de 
Calvinor, donde son todas cepas certificadas de Francia, que están en su pleno desarrollo y productividad. 
Como dije anteriormente, hay productores por encima de los veinte mil kilos por hectárea, con variedades 
como Tannat, Cavernet Sauvignon, Chardonnay, que son de primer nivel y con excelentes rendimientos en el 
campo. Esos productores plantan la uva fuera de Calvinor, después la cosechan y la entregan a la empresa al 
precio de la uva que fija el Gobierno, más otros parámetros de calidad establecidos por contrato, y en ese 
momento se fija el precio. 


En esos casos, Calvinor cumple una función de banco de insumos, ya que les proporciona el fertilizante y 
todos los insumos necesarios para que el productor los utilice en lo que requiere la viña, y después eso se 
descuenta en el momento de entregar la uva. Así es que funciona el tema de los productores externos de 
Calvinor, que está dentro del proyecto de reconversión, que sería muy extenso de explicar. 


SEÑOR CUSANO.- Entonces, estos productores también están a la espera de la poda; o sea que no es 
solamente Calvinor, sino toda la producción de uva de la zona. 


SEÑOR VEZOLI.- Todo el conjunto vitivinícola de la zona de Bella Unión está a la espera de eso. Por 
este motivo, mantuvimos contacto con algunos legisladores para que nos ayudaran a lograr una 
entrevista con el señor Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Vinimos de Bella Unión haciendo un sacrificio enorme, pues nuestra situación económica es muy 
complicada. Estamos acompañados en el día de hoy por el señor Diputado Signorelli -lo que es un honor para 
nosotros- porque ayer el asesor jurídico no tenía recursos para el pasaje, llega mañana de mañana; tampoco 
pudimos venir con el Secretario del Sindicato. He venido solo como representante de los trabajadores. 


También quiero dejar claro que cuando acudimos al señor Ministro de Industria, Energía y Minería y al señor 
Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca, siempre fuimos recibidos. Pero los tiempos corren, los 
Ministros tienen muchos temas entre manos, y nosotros queremos tener una nueva reunión para encontrar una 
salida a este problema que no espera, que tiene que ver con la decisión que se ha tomado a través del 
Ministerio, que es el proceso de venta. 


SEÑOR CLAVIJO.- El señor Vezoli dijo que hay setenta hectáreas plantadas por productores 
particulares. Me gustaría saber qué cantidad de productores hay y el área total plantada reconvertida 
de la caña a la vid. 


SEÑOR VEZOLI.- Cuando el inversor Parma compra la empresa, Calvinor tenía ciento veinte 
hectáreas en su predio. Parma, al tomar la empresa, hace un "arranquío" de sesenta hectáreas con el 
interés de renovar las plantaciones; es decir, plantar sesenta cepas nuevas. Fuera de Calvinor hay 
setenta hectáreas distribuidas entre doce productores. Hay algunos que tienen cinco hectáreas, otros 
diez, otros cuatro, dependiendo de su capacidad económica en aquel momento para hacer el canje de 
cuota. Fue lo que cada uno pudo hacer en aquel entonces, conjuntamente con una inyección que 
proporcionó el INAVI mediante aquel proceso -que ustedes recordarán- que llevó adelante de incentivo 
a la viña, a la nueva producción, para mejorar la calidad de la vitivinicultura uruguaya. Eso, a la 
postre, se vio reflejado en los premios recibidos por nuestros vinos -como también los ha recibido 
Calvinor- a nivel mundial y en que estemos muy bien posicionados. Calvinor, aun con su problema 


económico, tiene exportaciones pendientes a España, pero no las puede hacer. Tampoco podemos 
atender el mercado brasilero. Los señores Diputados estarán enterados de que Calvinor y Greenfrozen 
tienen una sucursal en Porto Alegre llamada ALIMUR -Alimentos del Uruguay-, pero no puede enviar 
vino a Brasil; no puede abastecer este mercado porque no tiene capital de trabajo para atenderlo. Esta 
es más o menos la situación real. 


Sintetizando, nosotros pedimos a los señores Diputados que intercedan para que el señor Ministro de 
Industria, Energía y Minería y el señor Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca nos reciban. Tal vez 
los miembros de esta Comisión y los de la de Ganadería puedan ayudar a encontrar una solución a esta 
problemática. Inclusive, el mismo dueño de la empresa está dispuesto a firmar cualquier documentación, ya 
sea para el gestionamiento, el control de la empresa o la creación de una Comisión de control hasta que se 
procese la venta. Es que él mismo entiende que si se para la cadena de venta, Calvinor deja de ser atractiva 
como empresa o, quizás, se la venda por un valor diferente al que tiene al día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El espíritu de la Comisión es colaborar y en ese sentido nos vamos a 
comunicar a la brevedad con el señor Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca, porque 
conocemos las dificultades coyunturales y de traslado que representan venir desde Bella Unión hasta 
aquí. Además, vamos a coordinar esfuerzos con la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca, que es 
donde ustedes han estado tratando el tema. Vamos a hacer todo lo que podamos para destrabar esta 
situación. 


SEÑOR VEZOLI.- Lo ideal para nosotros sería canalizar la gestión con el señor Ministro de Industria, 
Energía y Minería y con el señor Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca, ya que ambos 
conocen el tema. Además, el propietario de la empresa, como ya dije, está a la orden para lo que se lo 
requiera. 


Por nuestra parte, queremos agradecer que nos hayan recibido y pedir disculpas porque nuestra ausencia en la 
otra oportunidad fue debido a razones económicas. 


Pedimos a los señores Diputados que hagan todo el esfuerzo que les sea posible porque hay varias familias 
que esperan una solución a esta problemática y porque la sociedad de Bella Unión está pasando por un 
momento muy difícil en lo económico y en lo que refiere a mano de obra. Y no sería nada bueno que una 
empresa parara por estas dificultades. 


SEÑOR SIGNORELLL.- Quiero hacer una reflexión, en la medida en que el señor Presidente pregunta 
cómo se recibe la empresa por parte del adquirente privado. El Gobierno saneó totalmente la empresa, 
es decir que se recibió sin deudas. Para decirlo de alguna manera, hubo mala suerte en que no 
funcionara y ello se debió a diversos motivos. Algunos dicen que fue por la devaluación y, otros, porque 
no conocía el tema de bodega, ya que es distribuidor de bebidas de este tipo. 


En definitiva, lo que estamos pidiendo es que Calvinor no desaparezca y para ello se necesitan alrededor de 
US$ 200.000. Reitero que la mayoría de las acciones las tiene la CND, que con muy buena disposición ha 
actuado siempre; esperamos que así lo siga haciendo. 


Agradecemos a todos los compañeros la atención dispensada. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión también agradece vuestra visita. 


(Se retira de Sala el señor Diputado Signorelli y el señor Vezoli) 


——- Teníamos previsto recibir a la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay, integrada por el 
Gerente-Secretario, doctor Caludio Piacenza y la Jefa del Departamento Económico, escribana María Dolores 
Benavente. Ellos tenían otra reunión y como la Comisión se demoró en la entrevista a las otras delegaciones, 
pidieron para retirarse y combinar una nueva audiencia. Debo agregar que de todas maneras nos dejaron un 
memorándum que contiene la posición de la Cámara Nacional de Comercio sobre el tema que será 
distribuido. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


